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Desde hace más de veinte años, los 
activistas elaboran declaraciones 
que vinculan, de forma implícita, la 
apatridia con el desafío de proporcionar 
seguridad y promover la dignidad de 
las personas, de modo que la insertan 
en el sistema de derechos humanos. Por 
ejemplo, la Declaración de 1986 sobre 
el Derecho al Desarrollo reconoce la 
libertad universal a “participar en un 
desarrollo económico, social, cultural 
y político en el que puedan realizarse 
plenamente todos los derechos humanos 
y libertades fundamentales, a contribuir 
a ese desarrollo y a disfrutar de él”.1
Sin embargo, más recientemente se 
ha relacionado de forma explícita 
el concepto de apatridia con las 
campañas a favor de regularizar 
la migración, la nacionalidad y la 
identidad, así como con las políticas 
de no discriminación. El reto que 
supone prevenir la apatridia también 
ha tenido un lugar en la agenda sobre 
el cambio climático, concretamente 
con el reconocimiento de que la subida 
del nivel del mar puede significar la 
desaparición de algunos Estados que 
se encuentran en bajas altitudes. 
Existen diversas fuerzas que impulsan la 
nueva agenda sobre la apatridia. Una se 
deriva de la transformación del Estado 
westfaliano2 en modelos de organización 
política más integradores. Otra consiste en 
el aumento de la migración transfronteriza 
y el reconocimiento de las poblaciones 
multiétnicas y multinacionales. En 
muchas partes del mundo, se ha asociado 
estrechamente la apatridia con el trato 
a las minorías y el derecho a la no 
discriminación. Por ejemplo, en el contexto 
europeo, ha crecido el espíritu de la no 
discriminación, sobre todo por motivos 
de raza y religión, hasta abarcar un sinfín 
de categorías sociales diversas, lo cual 
dificulta la manifestación de prejuicios por 
origen nacional y estatuto de nacionalidad. 
Cada vez está más extendida la opinión 
de que las minorías, los extranjeros y otros 
grupos albergan pretensiones legítimas 
sobre los Estados en los que residen, 
sean o no ciudadanos de esas naciones. 
Protestas masivas
Ese argumento ha recibido un apoyo 
práctico por parte de sus defensores 
comunitarios, que intentan regularizar 
la situación jurídica de los trabajadores 
irregulares, de los solicitantes de asilo 
cuya demanda es denegada y de los 
visitantes con permiso de residencia 
caducado. Aunque no sean apátridas de 
jure, muchos de los destinatarios de esas 
campañas carecen de nacionalidad efectiva 
y están indefensos. Se han organizado 
algunas protestas a través de ONG locales, 
como el Consejo para el Bienestar de los 
Inmigrantes (JWCI, por sus siglas en 
inglés3) del Reino Unido, mientras que 
otras están coordinadas por asociaciones 
no profesionales, organizaciones 
comunitarias de inmigrantes y distintos 
colectivos. En mayo de 2006, más de un 
millón de personas dejaron su trabajo 
para tomar las calles de diversas ciudades 
por todo Estados Unidos en protesta 
contra la situación de unos 12 millones de 
migrantes indocumentados que, tras la 
aprobación de una nueva ley, podían pasar 
a ser delincuentes, ya que se les cerraban 
las vías para obtener la ciudadanía. 
Las protestas de Estados Unidos tuvieron 
su réplica en otros actos similares de 
menor escala en toda Europa. En mayo 
de 2007 se produjo una concentración 
pública en el Reino Unido con el lema “De 
extranjeros a ciudadanos”, que reclamaba 
la creación de una regularización única 
(un “camino para lograr la ciudadanía”) 
para aquellos inmigrantes que llevaran 
residiendo en ese país cuatro años 
como mínimo. La propuesta consistía 
en que se les debía otorgar un permiso 
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la Constitución que incluye una nueva 
cláusula, la cual indica que no pueden 
adquirir la nacionalidad dominicana los 
hijos de padres que residen ilegalmente 
en dicho territorio. Si se aprueba esta 
atenuada versión del ius soli (y no 
existe razón aparente que indique lo 
contrario; por ejemplo, Irlanda introdujo 
exactamente la misma restricción sobre 
la adquisición de la nacionalidad), los 
debates jurídicos se enrarecerán aún más.
Además de protestar con firmeza contra 
la posible aplicación retroactiva de los 
cambios constitucionales, los activistas 
civiles seguirán destacando la necesidad 
de que se elimine el doble rasero. A 
diferencia de los Estados Unidos y la 
mayoría de países de Latinoamérica, que 
han recibido un número significativo de 
inmigrantes, la República Dominicana 
nunca ha abierto un programa de 
regularización para los residentes no 
autorizados de larga duración y, sin 
embargo, es un fuerte defensor de los 
derechos de los émigrés dominicanos y 
sus descendientes en el extranjero.
No obstante, quizá el mayor obstáculo 
que impida hacer frente a los recortes en 
el imperio de la ley no sea necesariamente 
jurídico, sino cultural. Aunque la 
jurisprudencia en la región es importante 
y necesaria, es vital reforzar la educación 
de la ciudadanía para garantizar que al 
Estado se le exija el cumplimiento de 
sus responsabilidades como garante 
de los derechos fundamentales.
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de trabajo de dos años y, tras dicho 
periodo, siempre que tuvieran buenas 
referencias de su empleador y sobre 
su moralidad, se les debería permitir 
quedarse. Según los organizadores, esa 
estrategia sería muy beneficiosa para 
la economía y la sociedad británicas. 
Las principales ciudades europeas fueron 
testigo de otras campañas con los mismos 
objetivos. En Francia, volvió a abrirse 
el debate sobre los “sans papiers” (los 
antiguos inmigrantes indocumentados 
procedentes del norte de África) nueve 
años después de la primera ocupación 
importante de un edificio oficial por la 
misma cuestión. En abril de 2007, más de 
90 personas se instalaron en una iglesia al 
sur de París para exigir que se reconociera 
que contribuían a la economía francesa 
y para insistir en que se regularizara su 
derecho a trabajar, a la seguridad social 
y a la educación. Entre otras acciones 
que, pese a ser más modestas, también 
tuvieron lugar por toda Europa en 
2007, cabe mencionar la “caravana de 
los borrados”: un convoy de activistas 
viajó desde Liubliana (Eslovenia) 
hasta Bruselas, atravesando diversas 
ciudades europeas, para protestar por la 
cancelación del derecho de residencia y 
el mal trato dispensado a más de 18.000 
personas que habían sido “borradas” del 
registro nacional y que habían perdido 
sus derechos sociales, económicos y 
políticos poco después de que Eslovenia 
lograra la independencia en 1991.
Campañas internacionales
Las ONG internacionales y los 
organismos de vigilancia de los derechos 
humanos más influyentes también han 
orquestado campañas para aumentar 
la concienciación sobre las poblaciones 
apátridas, tanto de iure como de facto. Para 
ello han recibido el apoyo de comités 
de las Naciones Unidas, como el de 
la Eliminación de la Discriminación 
Racial, y otras agencias de la ONU, 
como ACNUR y ACNUDH. Durante 
el primer trimestre del mandato de 
Kofi Annan como Secretario General, 
hubo una gran actividad encaminada 
a examinar el ámbito de actuación del 
Comité mencionado anteriormente y 
explorar de qué forma se podía lograr 
la protección de los derechos humanos 
mediante acciones conjuntas que 
destacaran la importancia de los factores 
sociales y económicos para el desarrollo 
y la seguridad. Uno de los frutos de tal 
despliegue de actividad es el informe del 
año 2003 sobre los Derechos de los No 
Ciudadanos, redactado por el Relator 
especial de la ONU sobre esa cuestión.4
El informe concluye que existe “un 
gran vacío entre los derechos que la 
legislación internacional sobre derechos 
humanos garantiza a los no ciudadanos 
y la realidad a la que éstos deben hacer 
frente” y señala que muchos países 
presentan problemas institucionales 
y endémicos que les afectan. Además, 
el informe sirvió para establecer una 
agenda de reforma que fue adoptada 
rápidamente por los activistas con sede 
en Estados Unidos y por organizaciones 
de vigilancia de los derechos humanos 
que trabajan asiduamente con ACNUR, 
como Refugees International, la 
Iniciativa Pro Justicia de Open Society 
(OSI, por sus siglas en inglés), Amnistía 
Internacional y Human Rights Watch.5 
Si bien todas estas organizaciones han 
trabajado en estrecha colaboración 
con la Unidad de la Apatridia de 
ACNUR, su estilo es distinto a la hora 
de defender los derechos humanos. 
Refugees International identificó el 
problema de la negativa a conceder 
la ciudadanía en un estudio mundial 
titulado “Vidas en suspenso: el coste 
humano de la apatridia” (‘Lives on Hold: 
the Human Cost of Statelessness’).6 La 
Iniciativa Pro Justicia del Instituto de 
Open Society concentró sus esfuerzos 
en África, aunque no de forma 
exclusiva, y lidió con la legislación en 
la mano en demandas interpuestas 
ante los tribunales internacionales, 
como sucedió con la República 
Dominicana, el caso más famoso.7
UNICEF y Plan International dirigieron 
juntas una campaña sobre el registro 
universal de los nacimientos, que duró 
diez años y cuyo objetivo era reducir 
algunos de los prejuicios relacionados 
que afectan sobre todo a los apátridas, 
tanto de iure como de facto.8 Entre dichos 
prejuicios se encuentra el problema 
de probar la nacionalidad para poder 
acceder a servicios básicos, viajar, 
casarse, tener hijos y protegerlos de 
los riesgos del anonimato jurídico y de 
la trata. Asimismo, Plan International 
lanzó una campaña mundial en 2005 y, 
con el respaldo de UNICEF, presionó 
para garantizar que el registro de los 
nacimientos, como medio para prevenir 
la apatridia, fuera recomendado en el 
Estudio sobre la violencia contra los 
niños, del Secretario General de la ONU.9 
Los informes elaborados por los 
observadores de los derechos humanos 
y las causas judiciales presentadas 
ante los tribunales internacionales han 
ampliado la difusión de la apatridia, 
pero hubo que esperar al año 2005 para 
que los organismos gubernamentales 
occidentales se involucraran de forma 
directa y coordinada en la prevención de 
esta lacra. Con la ayuda de ACNUR y de 
la Iniciativa Pro Justicia del Instituto de 
Open Society, la Unión Interparlamentaria 
confeccionó un manual sobre la apatridia 
dirigido a todos los parlamentarios.10 
Ese mismo año, la Cámara de los 
Representantes de Estados Unidos 
organizó sesiones sobre la apatridia 
que dieron lugar a que se redactara un 
proyecto de ley en 2006 que, aunque no 
hiciera que EE.UU. estuviera más cerca 
de firmar las Convenciones de 1945 y 
1961, pretendía garantizar que, por lo 
menos, cumpliera con los elementos clave 
a fin de evitarla dentro de sus fronteras. 
Conclusión
Todavía es pronto para afirmar que 
existe una auténtica estrategia mundial 
para combatir la apatridia, aunque hay 
una coordinación importante entre los 
actores políticos destacados y el tema ha 
recibido mayor atención por parte de la 
comunidad de derechos humanos. Estos 
avances han tenido lugar al mismo tiempo 
que los activistas locales han estado 
luchando en el mundo en desarrollo, 
como el portavoz del pueblo bihar en 
Bangladesh o los organizadores madhesi 
en Nepal. A pesar de estar dispersos por 
todo el mundo, después de 50 años, estos 
activistas han vuelto a colocar la apatridia 
en la agenda de los derechos humanos y 
han ideado argumentos creativos, basados 
en los derechos, para impulsar una 
reforma y lograr una mayor inclusión. 
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2. El concepto de la soberanía del Estado nación se basa 
en dos principios: la territorialidad y la exclusión de 
actores ajenos a las estructuras de la autoridad nacional. 
3. http://www.jcwi.org.uk
4. http://www.acnur.org/biblioteca/pdf/2290.pdf
5. Véase también el informe sobre la negación de 
la ciudadanía para el Consejo Asesor de Seguridad 





7. Véanse los artículos en p4 y p23.
8. Véase el artículo en p20.
9. http://www.violencestudy.org
10. http://www.ipu.org/PDF/publications/nationality_
en.pdf (disponible en inglés)
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Costa de Marfil                                                                                                                            
En los años de creciente inestabilidad política que resultaron del estallido de una guerra civil en Costa de Marfil en el 2002, se 
acuñó el concepto “ivoirité” (costamarfileño, perteneciente a Côte d’Ivoire ). Este concepto definía a los nacionales de Costa de 
Marfil según su origen étnico, lo cual relegó al limbo jurídico a millones de inmigrantes de África occidental de segunda y tercera 
generación que no eran considerados costamarfileños y, a menudo, no contaban con pruebas de su nacionalidad, ni vínculos con 
los países de sus orígenes ancestrales. Muchos costamarfileños carecen de documentos de identidad y ello significa que, con 
frecuencia, los musulmanes del norte, quienes comparten origen étnico con los inmigrantes de las vecinas Malí y Burkina Faso, 
no pudieron demostrar su nacionalidad costamarfileña y 
fueran considerados extranjeros en su propia tierra. Cuando 
los combates se recrudecieron muchos tuvieron que huir a 
países donde no tenían raíces, ni derecho a la nacionalidad. 
Durante el proceso de reconciliación tras la guerra civil 
de 2002-2003, el gobierno de Unidad Nacional organizó 
audiences foraines -tribunales móviles capacitados para 
realizar inscripciones de nacimiento fuera de plazo y emitir 
certificados de nacimiento que puedan emplearse para 
determinar la nacionalidad y permitir el voto en las futuras 
elecciones a quienes se considere costamarfileños-. El proceso 
concluyó oficialmente en 2008, pero hay indicios de que 
muchas personas aún carecen de documentos de identidad.
Iraq
El anterior gobierno iraquí decidió 
privar de nacionalidad a una gran 
proporción de kurdos faili en 1980;  
se calcula que unos 220.000 se 
convirtieron en apátridas. A pesar 
de la derogación del decreto en el 
2006, algunas de estas personas se 
han encontrado con dificultades para 
que su nacionalidad sea confirmada, 
por razones tales como la falta de 
documentación. Aunque el Ministerio 
del Interior dictó una directiva en 
marzo de 2007 que aceleraba 
el proceso de restauración de la 
ciudadanía, se estima que a 100.000 
kurdos faili todavía no se les ha 
confirmado su ciudadanía iraquí.
Letonia                                                                                                                                           
Cuando la Unión Soviética se desintegró, muchas personas se encontraron sin la ciudadanía de los nuevos Estados, 
donde habían vivido y trabajado durante tantos años. En Letonia, la Ley de Ciudadanía adoptada tras la independencia 
sólo consideraría ciudadanas a aquellas personas que lo habían sido en 1940 y a sus descendientes. Se calificó 
como “no ciudadana” a una gran comunidad de habla rusa, a pesar de que habían residido de forma permanente en 
Letonia y no habían adquirido la ciudadanía rusa. Las personas afectadas tuvieron que solicitar la ciudadanía, lo que 
suponía cumplir ciertos requisitos sobre la residencia, así como la superación de pruebas de historia y lengua.
El fallo de la Gran Sala del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en febrero de 2009, en relación al caso Natalia Andréieva,  
dictaminaba que ésta no podía ser discriminada respecto a la percepción de la pensión de jubilación “en el único Estado 
en el que tiene vínculos jurídicos estables y, por tanto, el único que objetivamente puede asumir una responsabilidad 
para con ella en lo que a seguridad social concierne”. Este caso subraya el hecho de que incluso en países como Letonia, 
donde de hecho se ofrece  prácticamente los mismos derechos a apátridas y a nacionales, todavía existen áreas en las 
que se les discrimina. Para beneficio de muchos de ellos, Letonia ha naturalizado a más de 128.000 apátridas desde 
que se adoptó la ley de nacionalidad en 1994, mientras 365.417 personas continúan en su condición de apátridas.
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